Informacion Legislativa (%)

A cargo de PEDRO ELIZALDE AYMERICH

I. DERECHO CIVIL
1. Parte General

1. DERECHOS DE LA PERSONA. Protocolo Facultativo del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Politicos.

Instrumento de adhesién de 17 de enero de 1985 («B. O. E.» del 2 de abril).

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y politicos, adoptado por la
Asamblea General de las Naciones Unidas el 19 de diciembre de 1966, fue
ratificado por Espafia mediante Instrumento de 13 de abril de 1977. El Pro-
tocolo Facultativo, de igual fecha que el Pacto, que ahora se firma, faculta
al Comité de Derechos Humanos (creado por el mismo Pacto) para «recibir
y considerar comunicaciones de individuos que se hallen bajo la jurisdiccién
de este Estado (firmante) y que aleguen ser victimas de una violacién, por
ese Estado Parte de cualquiera de los derechos enunciados en el Pacto».

Sélo se podra acudir al Comité previo agotamiento de todos los recur-
sos internos disponibles y la competencia de aquél consiste en la presenta-
cién de observaciones a los Estados Partes y la formulacién de un informe
anual.

2. DERECHO DE ASILO. Se aprueba el Reglamento.
Real Decreto 511/1985, de 20 de febrero («B. O. E.» del 19 de abril).

La Ley 5/1984, de 26 de marzo (resefiada en este Anuario, XXXVII-II, dis-
posicién nim. 4 de la Informacién legislativa) regulé el asilo, como dere-
cho reconocido a los extranjeros, y el régimen juridico de los refugiados,
cumpliendo la previsién del articulo 13, p. 4, de la Constitucién. El presente
Reglamento, como corresponde a su naturaleza, desarrolla el régimen y la
tramitacién de los procedimientos administrativos que deben seguirse para
lograr la concesién del asilo o el reconocimiento de la condicién de refu-
giado.

(*) Se refiere a las disposiciones publicadas en el «Boletin Oficial del
Estado» durante el segundo trimestre de 1985.
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3. DERECHOS DE LA PERSONA. Modificacién de la Ley Organica 1/
1982, de 5 de mayo.

Ley Organica 3/1985, de 29 de mayo ((«B. O. E.» del 30).

A) Esposicién:

Se reforma la Ley reguladora de la proteccién del derecho al honor, a
la intimidad personal familiar y a la propia imagen (Ley Organica 1/1982,
ariculo 2, pdr. 2), para establecer que no se considerard producida intromi-
sién ilegitima en tales derechos «cuando se trate de opiniones manifestadas
por Diputados o Senadores en el ejercicio de sus funciones». De forma com-
plementaria, se introduce la necesidad de autorizacién del Congreso de los
Diputados o del Senado, utilizdndose el procedimiento de los suplicatorios,
para seguir un proceso civil contra un Dlputado 0 Senador en aplicacién de
la citada Ley Orgéanica 1/1982.

La reforma tiene, ademas, aplicacién retroactiva, pues dada la formula-
cién del nuevo texto, resulta aplicable a los procesos ya iniciados a su entrada
en vigor.

B) Observaciones:

La presente Ley, que funda la reforma que introduce en la inviolabilidad
e inmunidad parlamentarias, constituye un claro ejemplo de utilizacién abu-
siva de los principios constitucionales. Supone; en efecto, la aplicacién del
artfculo 71 de la Constitucién a un dmbito totalmente extrafio a su natura-
leza y llega a vulnerar los derechos de los particulares, que también estan
proclamados por la Constitucién y con fuerza superior (art. 18, con la maé-
xima garantia de los apartados 1 y 2 del art. 53).

El nuevo régimen consiste, estrictamente, en la concesién de un privi-
legio a los parlamentarios, llamado a tener eficacia en situaciones privadas
y determinante de una exencién subjetiva en materia de responsabilidad
civil, figura hasta el presente desconoc1da en nuestro ordenamiento.

4. NAVARRA. Iniciativa legislativa.

Leyes forales de 25 de marzo de 1985 («B. O. E.» del 4 de junio).

En dos leyes de la fecha indicada, la Comunidad Foral de Navarra regula
la iniciativa legislativa de los Ayuntamientos y la iniciativa legislativa popular
cumpliendo las previsiones de la Ley de Reintegracién y ArneJoramlento del
Régimen Foral.

Se establecen los requisitos que deben reunir las iniciativas, las materias
excluidas de ellas y la tramitacién parlamentaria subsiguiente.

2. Derecho de obligaciones

5. EXPLOTACIONES FAMILIARES AGRARIAS. Se desarrollan algunos
extremos de su Ley reguladora.

Real Decreto 419/1985, de 6 de marzo («B. O. E.» 2 de abril).
La Ley 49/1981, de 24 de diciembre (resefiada en este Anuario, XXXV-II,
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nuameros 4, 8, 9, 10 y 11 de la Informacién legislativa) regul6 el Estatuto de
la explotacién familiar agraria y establecié un régimen especial para los
agricultores j6évenes. El presente Real Decreto desarrolla algunos de los ex-
tremos regulados especialmente la modernizacién de las explotaciones, con
el sistema y requisitos para la concesién de ayudas publicas. Aparte de ello
se establecen dos normas de interés:

1) Precisién del concepto de explotacién familiar agraria:

Se concretan las indeterminaciones del articulo 2 de la Ley 49/1981 en re-
lacién con el nivel socioeconémico que pueda proporcionar la explotacién
(se fija en el salario minimo interprofesional) y el limite de aportacién de
mano de obra asalariada (que no podra superar a la familiar).

2) Regulacién de los acuerdos de colaboracién:

De esta figura, regulada en el articulo 6 de la Ley e instrumento fundamen-
tal para el desarrollo de la explotacién, se desarrolla la retribucién del co-
laborador, que ser4, como minimo, el salario minimo interprofesional, y las
causas de resolucién. Como tales se citan el mutuo acuerdo, el fallecimiento
de las partes, el incumplimiento de los compromisos, abandono de la €xplo-
tacién y las causas de indignidad o desheredamiento respecto al titular.

Parece indudable que la regulacién de estos extremos, que atafien a un
contrato privado, como es el acuerdo de colaboracién, exceden del dmbito
de la potestad reglamentaria de la Administracién.

6. ARRENDAMIENTOS URBANOS E INVERSIONES EXTRANJERAS.
Adopcién de medidas de politica econémica.

Real Decreto-Ley 2/1985, de 30 de abril («B. O. E.» de 9 de mayo).

La presente disposicién contiene una serie de medidas para fomentar el
crecimiento de la economia. Unas afectan a la inversién (libertad de amor-
tizacién), otras al empleo (deduccién en el Impuesto sobre Sociedades) o al
desarrollo de actividades comerciales (libertad de horario).

Merecen destacarse especialmente las siguientes medidas:

1. Adquisicién por los trabajadores de acciones de la propia Empresa:

Gozardn del mismo trato que las inversiones en valores de renta variable
las cantidades desembolsadas para la suscripcién de acciones de dicha Em-
presa, aunque no estén admitidas a cotizacién oficial.

2° Constitucién de Sociedades:

El tipo del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales para estas operacio-
nes y las de aumento de capital queda reducido al 1 % cuando se realicen con
posterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-Ley.

3° Inversiones en vivienda:

Se aplicard una deduccién del 17 % en razén de las inversiones en la ad-
quisicién de viviendas de nueva construccién, cualquiera que sea su destino.
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4.° Inversiones extranjeras:

Se suprimen las limitaciones establecidas a la adquisicién por extranjeros
de inmuebles nisticos de extensién superior a las fijadas, asi como el requi-
sito de reciprocidad o control que restringia las inversiones de Gobiernos y
Entidades de soberanfa extranjera.

5° Transformacién de viviendas en locales de negocio:

Podra realizarse libremente salvo las limitaciones derivadas de regimenes
de comunidad o administrativas. En las viviendas de proteccién oficial los

locales de negocio podran alcanzar una superficie 1itil de hasta el 40 % del
total.

6.° Arrendamientos urbanos:

Se suprime el régimen de prérroga forzosa para los que se celebren a par-
tir de la entrada en vigor del Real Decreto-Ley. En consecuencia, estos con-
tratos se regirdn por la Ley de Arrendamientos Urbanos y, en cuanto a su
duracién, por el Cédigo Civil, incluso Ia tacita reconduccién (art. 1.566). Ob-
viamente, los contratos vigentes siguen rigiéndose por la Ley citada.

Esta dltima medida del Real Decreto-Ley, que entré en vigor el dia de su
publicacién, venia siendo reclamada como tinica férmula para incrementar el
nimero de viviendas en alquiler. Su adopcién supone una modificacién fun-
damental del régimen arrendaticio urbano y deja sin contenido buena parte
de la L. A. U. para los contratos que se celebren en lo sucesivo.

7. CONTRATOS DEL ESTADO. Formalizacién de los contratos de asis-
tencia.

Real Decreto 905/1985, de 25 de mayo («<B. O. E.» del 20 de junio).

Se modifica el Decreto 1.005/1974, de 4 de abril, regulador de los contratos
que celebren el Estado o sus Organismos auténomos con empresas consul-
toras o de servicios, con el fin de adaptarlo a la reforma operada por la Ley
de Presupuestos Generales del Estado para 1985 (50/1984, de 30 de diciembre,
véase su resefia en este Anuario, XXXVIII-I, disposicién nim. 16 de la
Informacion legislativa), en la Ley de Contratos del Estado. En consecuen-
cia, los contratos citados sélo se formalizaran en escritura ptblica cuando lo
solicite el contratista y a su costa.

3. Derechos reales

8. REGIMEN LOCAL. Regulacién de sus bases.
Ley 7/1985, de 2 de abril («B. O. E.» del 3).

La presente Ley lleva a cabo la regulacion de los principios bésicos de la
Administracién Local, desarrollando las previsiocnes constitucionales (articu-
los 149, p. 1, nim. 18 y 140 a 142 de la Constitucién). Tiene por tanto, la
condicién de norma béasica o Ley de bases, a efectos de su primacia sobre las
normas autondémicas de desarrollo o ejecucién, y viene a sustituir a la ante-
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rior legislacién sobre régimen local, plasmada especialmente en el Texto re-
fundido de 24 de junio de 1955.

La Ley, de considerable extensién, 120 articulos, se estructura en nueve
titulos, de los que resefiaremos brevemente su contenido:

1.° Disposiciones generales, que determinan cuiles son las entidades lo-
cales, distinguiendo las territoriales (Municipio, Provincia, Isla) de las no
territoriales (de Ambito inframunicipal, comarcas, 4reas metropolitanas, Man-
comunidades). Se determinan también genéricamente las potestades de los en-
tes locales, sus competencias y, sobre todo, el orden de prelacién de las
normas por las que se rigen.

22 El Municipio. Se regulan sus elementos, organizacién y competencias.
La poblacién municipal se clasifica en residentes (vecinos o domiciliados) y
transetintes.

3° La Provincia.

4° Otras Entidades Locales. Se prevé la constitucién de comarcas, areas
metropolitanas, mancomunidades, entidades de Ambito inframunicipal.

5. Disposiciones comunes a las Entidades locales. Se refieren al funcio-
namiento, relaciones interadministrativas, participacién ciudadana y esta-
tuto de los miembros.

Un capftulo especial regula la impugnacién de acuerdos y ejercicio de
acciones, atribuyendo legitimacién al Estado y las Comunidades Auténomas.
El Delegado del Gobierno podra suspender los actos o acuerdos que atenten
gravemente el interés general de Espaifia.

Se mantiene la obligacién de ejercicio de acciones por las Entidades loca-
les y la posible sustitucién procesal por los vecinos.

6. Bienes, actividades y servicios y contratacién. De forma muy esquema-
tica la Ley contempla la clasificacién de los bienes, las formas de intervenir
la actividad de los ciudadanos, las de prestacién de los servicios publicos
locales y los contratos locales.

7.° Personal al servicio de las Entidades locales. Ademas de clasificarlo,
se dedica especial atencién a los funcionarios de los tradicionales cuerpos
nacionales.

8° Haciendas Locales. La Ley s6lo recoge los principios generales sobre
imposicién, revisién e impugnacién de actos y acuerdos en la materia y régi.
men presupuestario. Se suprimen las reclamaciones econémico-administrati-
vas sobre tributos locales, cuya via impugnatoria a parir del dia 3 de abril
de 1986 sera sélo el recurso de reposicién y el ulterior contencioso-adminis-
trativo.

9° Organizaciones para la cooperacién de la Administracién del Estado
con la Local. Se regulan la Comisién Nacional de Administracién Local, 6r-
gano paritario de colaboracién, y el Instituto de Estudios de Administracién
Local, para la investigacién y formacién de funcionarios.

La Ley pretende establecer las lineas fundamentales de un régimen local
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uniforme para todo el territorio espafiol, por cuya razén las disposiciones
adicionales aclaran las peculiaridades que resultan, para ciertas Comunidades
Auténomas, de sus respectivos Estatutos. Asi, se transfieren por la Ley a
las llamadas Comunidades de segundo grado las competencias de desarrollo
y ejecucién de las bases; se determinan las singularidades existentes en.los
Territorios Histéricos del Pafs Vasco, en Navarra y en Catalufia; y se man-
tienen provisionalmente en vigor los regimenes especiales de Madrid y
Barcelona, pero acomodados a los nuevos principios.

No se derogan de forma completa las disposiciones anteriores sobre el
régimen local, sino sélo en cuanto resulten incompatibles con la nueva Ley;
esto justifica que se autorice al Gobierno para refundir las disposiciones le-
gales que quedan en vigor, llegando a la regularizacién, aclaracién y armoni-
zacién de las mismas, en el plazo de un afio. Asimismo se prevé una actua-
lizacién de las normas reglamentarias sobre esta materia en el mismo plazo

9. COMUNIDAD DE MADRID. Creacién del Parque Regional de la Cuen-
ca Alta del Manzanares. -

Ley de la Asamblea de Madrid 1/1985, de 23 de enero («B. O. E.» del 7 de
mayo).

La Ley establece un régimen juridico especial para la Cuenca Alta del
Manzanares, ejerciendo principalmente las competencias autonémicas sobre
ordenacién del territorio. El territorio afectado se describe en la Ley, refle-
jandose en los planos anexos a ella.

Del amplio conjunto de preceptos que se dictan para regular el uso de
la zona calificada como Parque Regional destacan los siguientes:

1) Los terrenos incluidos en el Parque se califican de utilidad publica
a efectos expropiatorios.

2) La Comunidad de Madrid ostentard derechos de tanteo y retracto en
todas las transmisiones onerosas de bienes y derechos relativos a terrenos
comprendidos en la zona delimitada. Las transmisiones proyectadas deberan
notificarse al Patronato del Parque, que podra ejercitar el tanteo en el pla-
zo de tres meses. Los Notarios no podrin autorizar, ni los Registradores ins-
cribir, las escrituras correspondientes sin que se acredite la notificacién
practicada.

El derecho de retracto, si falta notificacién o es incorrecta, se podra
ejercitar por el Patronato en el plazo de seis meses desde que conozca las
condiciones reales de la transmisién (art. 3, p. 2).

3) Sera publica la accién para exigir de los érganos administrativos o ju-
diciales la aplicacién de esta Ley.

10. GALICIA. Regulacién del Patrimonio de la Comunidad Auténoma.
Ley del Parlamento gallego de 12 de abril de 1985 («B. O. E.» del 25 de
junio).
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A) Exposicién:
1. Conceptos generales:

Tienen por objeto determinar el 4mbito de aplicacién de la Ley y clasi-
ficar los bienes de la Comunidad Auténoma, de los que se sefialan algunos
caracteres bésicos.

a)' Patrimonio de la Comunidad: Se integra por todos los bienes y dere-
chos que le pertenezcan, por cualquier titulo. Se clasifican en demaniales y
patrimoniales.

b) Bienes demaniales de la Comunidad: Son los afectados al uso gene-
ral o a la prestacién directa de servicios publicos de la Comunidad y los asi
declarados por la Ley.

c) Bienes patrimoniales: Serin los bienes, derechos, titulos y empresas
de la Comunidad que carezcan de la afectacién indicada.

d) Normas aplicables: El patrimonio autondmico se rige por la presente
Ley, sus normas de desarrollo y las estatutarias; suplementariamente se
aplicara el derecho publico y, en su defecto, las normas de derecho privado

2. Régimen de los bienes de dominio publico: Agrupando la regulacién
de los distintos aspectos tratados por la Ley, pueden distinguirse:

a) Caracteres: Los bienes demaniales de la Comunidad son indisponibles
y no podran ser objeto de trafico juridico privado mientras ostenten tal con-
dicién. Son inalienables, imprescriptibles e inembargables, y no pueden ser
objeto de gravamen, carga, afeccién, transaccién o arbitraje.

b) Afectacién: Supone la calificacién demanial de los bienes, mediante su
adscripcién expresa o ticita al uso general o a los servicios publicos auto.
némicos. Las adquisiciones de bienes por usucapién y expropiacién llevan
implicita la afectacién correspondiente.

c) Desafectacién:

Cuando los bienes dejan de ser necesarios para el fin a que se destinaban
se desafectaran por acuerdo del Consejo de la Xunta.

d) Mutaciones demaniales:

Implican la alteracién de la adscripcion de los bienes, permitiéndose tam-
bién la concurrencia de afectaciones secundarias, compatibles con la prin-
cipal.

Se regula también la adscripcién de bienes demaniales a Entidades u Or-
ganismos publicos autonémicos y los efectos de la sucesién entre Organis-
mos publicos.

e) Utilizacién de los bienes demaniales:

La Ley contempla el uso administrativo, especialmente mediante las re-
servas demaniales, y la posible utilizacién por los particulares. Al efecto se
determinan las tradicionales categorias de uso comun general, uso comin es-
pecial (que se sujeta a licencia) y uso privativo (normal o anormal). Tam-
bién se regula el titulo concesional habilitante del uso anormal.

12
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3. Régimen de los bienes patrimoniales:

La Ley sigue fielmente, en esta materia, las directrices de la Ley del Pa-
trimonio del Estado, de 15 de abril de 1964.

Al regular las formas de adquisicién se contempla la realizada a titulo
gratuito, requiriéndose Decreto de la Junta para su aceptacién.

La aceptacién de herencias se entiende siempre hecha a beneficio de
inventario. .

Se limita a 30 afios la eficacia de las condiciones o cargas de vinculacién
a un destino especifico puestas en la adquisicién de los bienes, siempre que
su alteracién posterior se deba a causas sobrevenidas de interés publico.

La enajenacién de bienes inmuebles requerird previa declaracién de su
alienabilidad, como se establece para los demds bienes, la celebracién de
subasta piblica, como regla general. Los titulos valores, con los requisitos
cuantitativos que la Ley establece, se enajenardn en Bolsa.

Se contemplan dos formas de actividad empresarial de la Comunidad
Auténoma:

a) La creacién de Organismos Auténomos, mediante Ley, y

b) La creacién de Sociedades Privadas con participacién mayoritaria de
la Xunta o sus Organismos.

Aparte de estas modalidades. la Xunta podra participar en otras empre-
sas en proporcién que supere el 10 %, pero no exceda del 50 %.

Finalmente, la explotacién de los bienes patrimoniales podra realizarse di-
rectamente por la Administracién autondémica, por una entidad dependiente o
contratarse con particulares.

4. Proteccién y defensa de los bienes de la Comunidad Auténoma:
Con este fin se regulan dos procedimientos:

a) Recuperacién de la posesién: Se trata del llamado «interdictum pro-
prium», utilizable sélo en el plazo de un afio desde la usurpacién, cuando se
trate de bienes patrimoniales, y sin limite temporal, cuando afecte a bienes
demaniales.

b) Deslinde administrativo de los bienes:

Ademas, se proclama le inembargabilidad de los bienes del Patrimonio de
la Comunidad y se sancionan los dafios causados a los mismos, por dolo o
negligencia, con multa administrativa, con independencia de las responsa-
bilidades civiles 0 penales que proceda exigir.

B) Observaciones:

Como ya tuvimos ocasién de indicar respecto a la Ley del Patrimonio de
la Generalidad de Cataluiia (de 7 de diciembre de 1981, reseiada en este
Anuario XXXV-1V, disposicién nim. 11 de la Informacién legislativa), ante-
cedente de la presente, las normas patrimoniales autonémicas son técnica-
mente correctas y, ademds, mucho més completas que la vigente Ley estatal.
Incorporan estas leyes una regulacién general del dominio ptiblico en su
ambito, que se encuentra todavia sin equivalente adecuado en el nivel del
Estado a pesar de la previsién constitucional (art. 132, p. 1).
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11. PROPIEDADES ESPECIALES. Regulacién del Patrimonio Histérico
Espaiiol.

Ley 13/1985, de 25 de junio (<B. O. E.» del 29).
a) Exposicién:

Las normas de mayor interés sobre el régimen juridico-privado de los bie-
nes que integran el Patrimonio Histérico son:

1. Disposiciones generales:
— Contenido del Patrimonio:

. Se integran en él los bienes inmuebles y muebles de interés artistico, his-
térico, paleontolégico, arqueolégico, etnografico, cientffico, cientifico o técni-
co, ademas del patrimonio documental o bibliografico los yacimientos y
zonas arqueoldgicas sitios naturales, jardines y parques con valor artistico,
histérico o antropolégico.

— Declaracién de Bienes de interés cultural:

Los bienes del Patrimonio que tengan m4s relevancia deber4n ser decla-
rados de interés cultural, con arreglo al procedimiento que la Ley regula y
serdn objeto de proteccién especial.

2. Régimen de los bienes inmuebles:

No sélo tienen esta consideracién los bienes enumerados en el articulo 334
del Cédigo Civil, sino también los elementos consustanciales con los edifi-
cios, aunque se hayan separado de ellos. Estos bienes podran ser declara-
dos Monumentos, Jardines, Conjuntos, Sitios Histéricos y Zonas Arqueol6gi-
cas, como Bienes de Interés cultural.

La incoacién del expediente de declaracién producird la suspensién de
las licencias urbanisticas concedidas respecto a dichos bienes. Una vez de-
clarados de Interés Cultural los bienes, segiin su clase, quedaran sujetos a
especial control administrativo; de modo que la realizacién de obras o co-
locacién de rétulos estari sujela a preceptiva autorizacién y quedard prohi-
bida la colocacién de conducciones o publicidad. Los Municipios deberan
utilizar medidas urbanisticas para la proteccién de los bienes declarados.

Respecto a los bienes no declarados, los organismos competentes podrin
suspender las obras de demolicién o cambio de uso, con el fin de aplicar
medidas de proteccién.

3. Régimen de los bienes muebles:
Estos bienes pueden quedar sometidos a tres regulaciones diferenciadas:
a) Los declarados de interés cultural.

b) Los que, por su relevancia singular, merezcan incluirse en el Inven-
tario General que confeccione la Administracién del Estado.

¢) Los que, simplemente formen parte del Patrimonio Histérico Espafiol,
antes definido.
Respecto a los bienes integrantes de los dos primeros grupos que estén
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en poder de instituciones eclesiasticas, s6lo podran transmitirse al Estado,
entidades de Derecho Publico u otras instituciones eclesiasticas, prohibién-
dose su transmisién a particulares.

Por otra parte, los bienes muebles del Patrimonio Histérico pertenecien-
tes a las Administraciones Publicas, no podrin ser objeto mas que de trafico
intraadministrativo.

La exportacién no autorizada de bienes muebles del Patrimonio Histérico
determinara que los mismos se atribuyan al Estado. Estos bienes seran ina-
lienables y, juntamente con los citados anteriormente (art. 28), serdn tam-
bién imprescriptibles.

La autorizacién para exportar bienes muebles de los citados llevard con-
sigo el devengo de una tasa cuyos elementos determina la Ley. Al solicitarse
autorizacién, se entiende realizada oferta irrevocable de venta a favor de la
Administracién del Estado por el valor declarado.

4. Medidas para la proteccién de los bienes muebles e inmuebles:
Se refieren a los siguientes extremos:

a) Imposicién a los titulares de derechos reales sobre los bienes de la
carga de conservarlos, mantenerlos y custodiarlos, que se agrava para los
bienes declarados de interés cultural o inventariados por la obligacién de
ejecutar las actuaciones exigidas por la Administracién.

b) Facultades de la Administracién competente para impedir el derribo
o la realizacién de obras en bienes de interés histérico, asi como para expro-
piar los bienes cuya conservacién corra peligro.

c¢) Derechos de tanteo y retracto otorgados a la Administracién competen-
te en caso de enajenacién de bienes del Patrimonio Histérico.

El cumplimiento de los requisitos de comunicacién administrativa sera
necesario para la inscripcién de las transmisiones en los Registros de la
Propiedad o Mercantiles.

S. Patrimonio Arqueolégico:

En general, se consideraran incluidos en el Patrimonio Histérico Espafiol
los bienes de caracter histérico susceptibles de ser estudiados con metodolo-
gia arqueologia, cualquiera que sea el lugar en que se encuentren. La Ley
declara Bienes de Interés Cultural todas las cuevas, abrigos o lugares don-
de se encuentre arte rupestre.

Se definen y regulan las excavaciones arqueoldgicas, que siempre requieren
previa autorizacién administrativa. Los objetos obtenidos deberan siempre
entregarse a un Museo o centro determinado. Los objetos y restos descu-
biertos que posean los valores del Patrimonio Histérico seran de dominio
publico. El descubridor deberd comunicar el hallazgo a la Administracién,
que le abonara, junto al propietario del lugar y por mitad, el valor de tasa-
cién del objeto de que se trate, sin que sea aplicable la regulacién del ar-
ticulo 351 del Cédigo Civil.

6. Patrimonio Etnografico:

Se integra de bienes, conocimiento y actividades que reflejan la cultura
tradicional del pueblo espaiol. Los bienes quedan sometidos al régimen an-
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tes examinado, segin su naturaleza, y respecto de los demas elementos, se
dispone la proteccién por la Administracién.

7. Patrimonio Documental y Bibliogréfico:

Se integran en el Patrimonio Documental todos los documentos (en sen-
tido muy amplio, incluso los soportes informaticos) procedentes de entidades
publicas y asimiladas, los de antigiiedad superior a 40 afios procedentes de
entidades privadas y los de mis de 100 afios procedentes de personas pri-
vadas.

La Ley regula los deberes de conservacién, la autorizacién precisa para
su destruccién y el régimen de transmisién y exportacién.

8. Regulacién administrativa:

Afecta a la calificacién de los Archivos, Bibliotecas y Museos, a las me-
didas para el fomento del Patrimonio Histérico y al régimen de las infrac-
ciones.

Es especial, cabe resaltar el restablecimiento del llamado «1 % culturals,
partida a incluir en el presupuesto de toda obra publica con financiacién es-
tatal y destinada a financiar trabajos de conservacién o enriquecimiento
del Patrimonio Histérico o el fomento de la creatividad artistica. En mate-
ria tributaria, las inversiones en bienes de interés cultural o inventariados
daran derecho a deducciones en los Impuestos sobre la Renta. Se permite,
también de forma general el pago de los Impuestos sobre Sucesiones, sobre
€l Patrimonio y sobre la Renta de Personas Fisicas en bienes del Patrimonio
Histérico Espaiiol.

2) Observaciones:

La Ley resefiada viene a sustituir de forma general al complejo de
leyes vigentes sobre el Patrimonio histérico-artistico. Asi, pues, resulta evi-
dente la gran amplitud de su contenido, que debe abarcar materias diversas
y ser objeto de un desarrollo reglamentario pormenorizado y fraccionado.

A falta de dicha reglamentacién, que debe levar a cabo fundamentalmen-
te una tarea de concrecién de los términos legales, cabe destacar la extensién
con que se configura el Patrimonio Histérico y por tanto el 4mbito de apli-
cacién de la Ley. En efecto, el articulo 1 simplemente requiere a los bienes
integrantes del mismo que revistan «interés artistico, histérico, paleontolé-
gico, arqueolégico, etnografico, cientifico o técnico». Esta circunstancia, tan
imprecisa, determina ya la aplicacién de ciertos preceptos que limitan no-
tablemente los derechos particulares.

II. DERECHO REGISTRAL
12. REGISTRO CIVIL Y NOTARIADO. Se simplifican trdmites adminis-
trativos.
Real Decreto 510/1985, de 6 de marzo («B. O. E.» del 19 de abril).

Con el fin de simplificar ciertos tramites, se adoptan dos medidas que
afectan a las actuaciones consulares:
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1) La comunicacién entre los Registros Civiles de los consulados y los
situados en Espafia se realizard directamente, de oficio, suprimiéndose la
anterior mediacién del Ministerio de Asuntos Exteriores.

2) Las escrituras autorizadas por Agentes diplomdticos o consulares de
Espaiia en el extranjero hardn fe en el territorio espafiol sin necesidad de
la anterior legalizacién ministerial.

13. REGISTROS DE LA PROPIEDAD Y MERCANTILES. Régimen de
publicidad.

Instruccién de la Direccién General de los Registros y del Notariado de
12 de junio de 1985 («B. O. E.» del 19).

Se establecen criterios en relacién con el empleo de los diversos modos
de publicar el contenido de los Registros, distinguiendo:

a) La nota simple informativa, que serd utilizable de forma preferente,
pudiendo consistir en fotocopia de los asientos.

b) La manifestacién directa de los Libros registrales, que se reducirda
a casos excepcionales por el pelibro de deterioro y manipulacién de los
mismos que supone.

En general el contenido del Registro s6lo se manifestard a quien tenga
interés conocido, a juicio del Registrador, sin que se entiendan legitimamen-
te interesados los que pretendan comercializar la propia informacién ob-
tenida.

Como indica el Preambulo de la Instruccién, las medidas que contiene
pretenden, por una parte, preservar la integridad de los libros registrales, vy,
por otra, hacer frente a empresas que funcionan como oficinas de publici-
dad inmobiliaria paralelas al Registro.

III. DERECHO MERCANTIL

14. EXTREMADURA. Regulacién de las ferias y mercados.

Ley de la Asamblea de Extremadura de 27 de diciembre de 1984 («Boletin
Oficial del Estado» del 22 de mayo de 1985).

Al igual que otras Comunidades Auténomas (Catalufia, Ley de 5 de marzo
de 1984, Castilla y Leén, Ley de 5 de octubre de 1984), la Comunidad extre-
mefa ejercita sus competencias sobre ferias interiores regulando sus moda-
lidades y organizacién (art. 7, nam. 9, del Estatuto de Autonomia).

La Ley distingue:

1) Ferias comerciales de muestras, caracterizadas por su finalidad de ex-
hibicién, sin ventas directas con retirada de las mercancias expuestas. Se
regulan sus clases, duracién, organizacién e intervencién administrativa.

Las instituciones feriales, con personalidad juridica propia, son las enti-
dades organizadoras de las ferias.
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2) Centros de Contratacién en origen de productos comerciales, como
se califican a los mercados ganaderos (concentraciones de ganado vivo), lon-
jas (locales publicos y permanentes para realizar transacciones comerciales
sin presencia fisica de la mercancia) y otros centros en los que la mercan-
cia debera estar presente.

Es interesante sefialar que esta caracterizacién de las lonjas sirve para
llenar el vacio abierto por el articulo 81 del Cédigo de Comercio que sélo
1as menciona.

15. FONDO DE GARANTIA DE DEPOSITOS. Incremento de las apor:
taciones al de Establecimientos Bancarios.

Real Decreto 740/1985, de 24 de abril («B. O. E.» del 24 de mayo).

La aportacién anual de los Bancos al Fondo de Garantia de Depésitos en
Establecimientos Bancarios se eleva hasta el 12 por 1.000 de los depésitos
constituidos en ellos.

Esta nueva proporcién se aplicard a la aportacién de 1985.

Se justifica la elevacién (la aportacién anterior era del 1 por 1.000) en Ia
necesidad de devolver los anticipos del Banco de Espafia al Fondo; previén-
dose que, a partir de 1984 y antes de realizarse las aportaciones, el Banco
citado informe al Gobierno sobre los recobros obtenidos por el Fondo y
la evolucién de los depésitos bancarios con vistas a revisar el nivel de apor-
taciones.

16. INSTITUCIONES FINANCIERAS. Régimen de los coeficientes de
inversién, recursos propios y obligaciones de informacién.

Ley 13/1985, de 25 de mayo («B. O. E.» del 28).

A) Exposicién:
1. Inversiones obligatorias: Se determinan los siguientes extremos:

a) Entidades sujetas, son los intermediarios financieros definidos comc
entidades cuya actividad tipica consiste en tomar dinero de terceros, en for-
ma distinta a la suscripcién de acciones o participaciones, a fin de pres-
tarlo o colocarlo en otras inversiones.

b) Obligacién impuesta: Destinar parte de los recursos captados a las
inversiones previstas en la Ley.

c) Base de cémputo: Se fijard por el Ministerio de Economia y Hacien-
da de entre los fondos captados, garantizados o intermediados por las enti-
dades sujetas, en relacién con su saldo o su incremento en un periodo de
tiempo.

d) Inversiones obligatorias: Consistiran en financiaciones al Sector publi-
co espafiol, fomento de la exportacién, la inversién, el empleo, la reestruc-
turacién o atenciones sociales, calificAndose los titulos aptos por el Gobier-
no y las Comunidades Auténomas.

El coeficiente se fijard por el Gobierno, sin que pueda exceder del 35 %
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de los recursos computables. De €l un 15 por 100 podra reservarse para deuda
publica a corto o medio plazo, sin que las inversiones restantes puedan
superar el 25 %.

2. Recursos propios:

El Gobierno fijari el nivel minimo que las Entidades de crédito deben
mantener de recursos propios en relacién con sus inversiones y riesgos.

Se consideran recursos propios el capital, reservas provisiones genéricas,
fondos sociales y los préstamos participativos recibidos por las entidades
(por ahora son las unicas financiaciones que reinen los requisitos que la
Ley seiiala. Véase la Ley de reconversién y reindustrializacién, 27/1984, de
26 de julio, articulo 11).

Para el control del nivel de recursos propios, se impone la consolidacién
de los balances y cuentas de resultados de las Entidades financieras que cons-
tituyen una unidad de decisién. Dara lugar a la consolidacién la existencia
de una situacién de dominio a través del capital, voto, 6rganos de gobier-
no o direccién sobre otra Entidad.

Como complemento del régimen de recursos propios, la Ley establece:

1° Limites a las inversiones directas o indirectas en activos materiales,
financieros y en moneda extranjera, que podrdn imponerse por el Gobierno.

2° Obligaciones especiales de las Entidades que no alcancen los niveles
de recursos propios.

3° Las Cajas de Ahorro deberdn destinar a reservas un 50 % como mi-
nimo de sus excedentes liquidos.

4° Para acordar ampliaciones de capital o financiaciones calificables de
recursos propios, las Juntas Generales de los Bancos podrin constituirse con
la consecuencia de sélo las 2/3 partes del capital desembolsado en primera
convocatoria o de la mitad en segunda.

3. Otras normas: Regulan cuestiones diversas, como son:

a) Posibilidad de que el Gobierno levante hasta el 8 por 100 de la cobertura
de los coeficientes a las Entidades en graves dificultades.

b) Publicidad de los balances y cuentas consolidadas de los grupos,
que podri ordenar el Gobierno.

©) Sumisién de las Entidades de financiacién de ventas a plazo (reguladas
por el DecretoLey de 27 de diciembre de 1962) al régimen general de las
Entidades de financiacién (Decreto de 28 de marzo de 1977).

d) Congelacién de las actividades aseguradoras realizadas con anteriori-
dad por las Entidades de depésito que lo previeran en sus Estatutos.

e) Aplicacién de la Ley de Ordenacién Bancaria de 1946 para sancionar las
infracciones al régimen de coeficientes.

B) Observaciones:

La presente Ley constituye un avance importante en el camino de sistema-
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tizacién y normacién con rango superior del control administrativo sobre el
sistema financiero. Basta mirar la tabla de derogacines que pone término al
nuevo texto para advertir que, al menos en su aspecto formal, la nueva regu-
lacién supone un notable avance respecto de la confusa situacién anterior

En cuanto al contenido de la norma, debe seinalarse, primero, su clara
conexidon con la Ley 26/1983, de 26 de diciembre, sobre coeficientes de Caja,
y, segundo, la amplitud de medidas que establece. La exposicién de motivos
se refiere expresamente al régimen de consolidacién contable, cuyos supues-
tos bésicos se establecen trasladando los de la 7. Directiva de la C.E.E. (de
13 de junio de 1983).

La aplicacién del nuevo régimen de coeficientes no se producird mientras
no se desarrollen los principios legales por el Gobierno, al que corresponde
precisar los niveles dentro de los limites legales, manteniéndose en vigor
mientras tanto las normas vigentes, contenidas, en cuanto al nivel del coefi-
ciente de inversién en el Real Decreto 215/1985, de 20 de febrero y en dos
Ordenes ministeriales de la misma fecha.

17. ACTIVOS FINANCIEROS. Régimen fiscal de algunas de sus modali-
dades.

Ley 14/1985, de 29 de mayo («B. O. E.» del 30).

A) Exposicién:

1. Rendimientos del capital mobiliario: Todos los rendimientos percibidos
a cambio de la captacién o utilizacién de capitales ajenos tendrin la consi-
deracién de rendimientos del capital mobiliario a efectos de la aplicacién
de los Impuestos sobre la Renta de las Personas Fisicas y sobre Sociedades.

La Ley realiza esta delimitacién de forma genérica e incluye, ademds re-
ferencias especiales a las retribuciones en especies, primas, participaciones
en resultados y operaciones anadlogas. Se menciona expresamente los llama-
dos intereses implicitos de titulos adquiridos al descuento, determinados
por la diferencia entre los importes de adquisicién y de enajenaciéon o amor-
tizacién.

Salvo cuando se trate de entidades financieras, los rendimientos computa-
bles a efectos tributarios no podran ser negativos.

2. Retenciones tributarias: Finalidad principal de la Ley es someter a
retencién tributaria a ciertos rendimientos del capital que, por su atipici-
dad en el régimen general tributario, se encontraban excluidos de dicha
obligacién y del control que su aplicacién supone.

La Ley distingue varios supuestos:

a) Retenciones sobre intereses: Se reitera la obligacién del pagador de
retener el 18 % de los mismos tan pronto como sean exigibles, e ingresar la
cantidad correspondiente en el Tesoro.

Si la preferencia de liquidacién supera los doze meses, deberan realizarse
ingresos anuales a cuenta de las retenciones procedentes.

b) Retenciones sobre retribucién en especie: Las entidades que las satis-
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fagan también deberan practicar retencién al tipo general y aplicandolo sobre
el precio de mercado de los bienes o servicios de que se trate.

c) Retenciones sobre intereses implicitos: Este régimen, verdadero mi-
cleo de la Ley, se establece distinguiendo, a su vez:

— Régimen general: Aplicacién del tipo del 18 % a la diferencia entre los
importes de enajenacién o amortizacién y de adquisicién del titulo de que
se trate, en todas y cada una de las transmisiones realizadas.

La retencién se practicarA por las entidades que embolsen los titulos,
por las entidades financieras que intermedien en la transmisién o por fedata-
rio publico, cuya intervencién seri obligatoria en las Transmisiones restantes.

En consecuencia, para enajenar o lograr el reembolso de los titulos debera
acreditarse la previa adquisicién con intervencién de las entidades o fedata-
rio mencionados, y el precio satisfecho.

— Régimen especial: a los titulos y operaciones que determine el Minis-
terio de Economia y Hacienda (véase la Orden de 30 de mayo de 1985, re-
sefiada a continuacién), se las aplicard una retencién del 45 % en su primera
colaboracién, sobre la diferencia entre los importes de colocacién y reembolso.

d) Exenciones del régimen de retenciones: No estarian sometidos a reten-
cién los rendimientos producidos, entre otros, por: Titulos emitidos por el
Tesoro o €l Banco de Espaifia para intervenir cn el mercado monetario, Pa-
garés del Tesoro; dotaciones del Tesoro al Crédito Oficial; préstamos conce-
didos por entidades financieras, salvo los rendimientos de titulos de su
cartera, operaciones internas del Instituto Nacional de Hidrocarburos y so-
ciedades de su grupo...

e) Obligaciones de los retenedores: Ademas de practicar las retenciones
e ingresar su importe en el Tesoro, los retenedores presentarin relacién deta-
Hada de los perceptores de rendimientos excepto los sujetos al régimen espe-
cial de retenciones en el <origens.

3. Integracién de los rendimientos en las bases Tributarias: También a
este respecto cabe hacer distinciones.

Los rendimientos sometidos al régimen general de retenciones se inte-
grardn en la base de los Impuestos sobre la Renta sin especialidad alguna,
siendo deducible, a efectos de fijar la cantidad definitiva a ingresar al for-
mular la declaracién.

Por el contrario, los rendimientos sometidos a la retencién especial del
45 % sélo se computarin para fijar el tipo medio de gravamen en el Impues-
to sobre la Renta de las Personas Fisicas, sin que puedan ser negativos.
En el Impuesto sobre Sociedades dichos rendimientos se integraridn en la
base imponible.

En ninglin caso la retencién practicada serid deducible de las cuotas de
ambos Impuestos.

4. Tipos de rendimientos del capital mobiliario: Como regla general los
rendimientos a tener en cuenta seridn los efectivos, pudiendo el Ministerio
de Economia y Hacienda establecer unos tipos minimos para cada grupo
genérico de operaciones.
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5. Obligaciones de informacién con fines Tributarios: Se imponen a las
siguientes personas y entidades:

a) Fedatarios publicos: Comunicar los actos de emisién, suscripcién y
transmision de titulos-valores, en que intervengan, a la Administracién Tribu-
taria, detallando todos sus elementos. Se exceptiian las operaciones sobre
Pagarés del Tesoro y titulos sometidos al régimen especial de retencién en
el «origens.

b) Entidades financieras y mediadores en los mercados financieros: Se
les impone la misma obligacién y con las mismas excepciones.

¢) Promotores de inversiones: Respecto a los documentos que represen-
tan inversiones en metales u objetos preciosos, sellos o monedas.

d) Entidades de crédito: Los movimientos de cuentas y demés operacio-
nes activas y pasivas. '

En general los datos obtenidos sélo podran utilizarse a efectos tributa-
rios y quedardn sometidas a régimen de sigilo. '

6. Modificaciones tributarias: Complemento del régimen establecido para
los impuestos directos son las siguientes normas que afectan a la imposi-
cién indirecta de las operaciones financieras.

a) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos Docu-
mentados: Se declaran exentos los préstamos de duracién inferior a 18 me-
ses, por los que se satisfaga un interés implicito. En estos casos se sujetan
expresamente los titulos al gravamen sobre Actos juridico Documentados,
como documentos mercantiles, estando obligado a su pago el emisor. La base
estara constituida por el capital que el emisor se compromete a reembolsar,
siendo el tipo de 3 pesetas por 1.000 o fraccién, que se liquidard en me-
talico.

b) Impuesto General sobre el Trifico de las Empresas: Se completa el
régimen de exenciones de las cperaciones financieras incluyendo las opera-
ciones de préstamos en divisas, las referentes a la Deuda Publica, garantias
de Sociedades de Garantia Reciproca y ciertas operaciones de entidades ofi-
ciales de crédito.

7. Modificacién del régimen de los titulos hipotecarios: Se impone la obli-
gatoria intervencién de fedatario publico en su transmisién cuando no se
realice a través de una entidad participante en el mercado hipotecario o de
un fondo de regulacién. En consecuencia, para cnajenar u obtener el reembol-
so de los titulos sera preciso acreditar su adquisicién con las intervenciones
sefialadas.

Las obligaciones de informacién tributaria antes expuestas se aplicardn
también a estas operaciones.

Este mismo régimen sera aplicable a los titulos representativos de la cap-
tacién de capitales ajenos con interés explicito y que sean transmisibles sin
necesidad de intervencién de fedatario publico.

8. Entrada en vigor de la Ley: La Ley serd aplicable a los siguientes ren-
dimientos:
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a) En general a los devengados desde el dfa de su publicacién.

b) Los rendimientos implicitos s6lo estardn sujetos al régimen de la Ley
cuando los titulos hayan sido emitidos después del dia 7 de julio de 1984
(de publicacién en el Boletin de las Cortes Generales del Proyecto de Ley) y
su vencimiento sea superior a un afio, o cuando se emitan después de la
publicacién de la Ley.

B) Observaciones:

1. La presente Ley es una muestra de la incidencia de las normas fiscales
en el Derecho Privado. En efecto el control tributario de ciertas modalidades
de titulos-valores cuyo empleo se ha difundido grandemente en los tultimos
tiempos ha conducido a establecer normas especiales que afectan a su Ley
de circulacién, materia considerada siempre como Derecho Mercantil.

Asi, pues, aparte del sistema de retenciones tributarias que esta ley re-
gula, su principal alcance va a consistir en el régimen de intermediacién obli-
gatoria que impone para la Transmisién de titulos-valores, cuya omisién
tendr4 eficacia juridico-privada (impide ulteriores transmisiones y es un obs-
taculo al reembolso del titulo).

Debe advertirse que el nuevo régimen no supone la intervencién obligato-
ria por fedatario publico, al modo del Decreto de 19 de septiembre de 1936,
sino que admite la mediacién por instituciones financieras con plena eficacia.
La equiparacién de efectos, a estos fines solamente, claro esti, de la inter-
vencién de fedatario y de la mediacién bancaria, no responde a criterios
juridicos y se reduce a facilitar la practica de las retenciones tributarias.

En cualquier caso, la nueva regulacién supone desarrollar la progresiva
desaparicién de los titulos al portador.

2. También debe indicarse la necesidad de relacionar la Ley con las ul-
timas reformas introducidas en el Derecho Tributario, especialmente la Ley
10/1985, de 26 de abril, que modifica la Ley General Tributaria (antes deno-
minada de represién del fraude fiscal), cuyo articulo 111 contiene una de-
tallada regulacién de las obligaciones de informar al Fisco.

18. ACTIVOS FINANCIEROS. Desarrollo de la Ley 14/1985, de 29 de
mayo (art. 4).

Orden del Ministerio de Economia y Hacienda de 30 de mayo de 1985
(«B. O. E.» del 31).
A) Exposicién.

Esta disposicién establece las caracteristicas que deben reunir los titulos
que, conforme al articulo 4 de la Ley 14/1985, se sujeten al régimen especial
de retencién tributaria en el «origen» del 45 por % de sus rendimientos.

Las condiciones que se imponen son las siguientes:

1. Emisiones: Sélo podran ser:

— Las entidades financieras, que podrin emitir titulos en serie o aislada-
mente,
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— Cualquier otro sujeto pasivo del Impuesto sobre Sociedades con recur-
sos propios minimos de 700 millones de pesetas, para emitir sélo titulos en
serie.

2. Rendimiento de los titulos: Los titulos se emitirdn al descuento y pro-
porcionarian como minimo el rendimiento que sefiale el Ministerio, teniendo
en cuenta el tipo medio de los depésitos bancarios a un afio (se fija en el
10 % hasta el 30 de septiembre de 1985).

3. Limites de las emisiones: Las entidades de depésito y las Ssciedades
de Crédito Hipotecario no podran superar el limite del 30 % de los depdsitos
a plazo que mantengan cada trimestre; las demas entidades emisoras no po-
dran superar el 20 % de sus recursos propios.

4. Vencimiento: Seri como minimo de 1 afio; con un méximo de 3
afios, computables desde la primera colocacién o el término del periodo de
suscripcién.

5. Obligaciones del emisor: La emisién de titulos en serie deberd ajus.
tarse al Real Decreto 1.851/1978, de 10 de julio, en cuanto el folleto informa-
tivo a difundir y la fijacién de la fecha de emisién.

En la primera colocacién el emisor retendra el 45 % del rendimiento del
titulo y trimestralmente realizard las declaraciones e ingresos correspondien-
tes en el Tesoro. Si el vencimiento de los titulos es superior a un aiio, de-
berin periodificarse los ingresos.

B) Observaciones.

Al desarrollar el régimen especial de retencién, la presente Orden llega
a reservar a entidades determinadas por su situacién financiera la utiliza-
cién de procedimientos singuleres de captacién de fondos. Se ha tratado
de reservar este régimen a emisoras dotadas de solvencia suficiente, de for-
ma que el anonimato caracteristico de la circulacién de estos titulos no pue-
da redundar en perjuicio para los tenedores. Con ello se salvaguarda el
funcionamiento del sistema financiero, pero se desbordan también los limi-
tes, estrictamente fiscales de la Ley 14/1985.

La Exposicién de Motivos resalta que el régimen de retencién especial
no supone excluir estos titulos de la aplicacién de los Impuestos sobre la
Renta a sus rendimientos, pero, obviamente la dispensa de obligaciones in-
formativas de que gozan hace dificil que se controle este particular.

19. ANDALUCIA. Regulacién de las sociedades cooperaitvas andaluzas.

Ley del Parlamento de Andalucia de 2 de mayo de 1985 («B. O. E.» del
4 de junio).

Esta extensa Ley (106 arts.), se dicta por la Comunidad andaluza en ejer-
cicio de sus competencias estatutarias en materia de cooperativas y teniendo
en cuenta la doctrina del Tribunal Constitucional, que ha considerado este
campo como ajeno a la legislacién mercantil, reservada al Estado por el
articulo 149, p. 1, num. 6, de la Constitucién (véase la sentencia nim. 72/
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1983, de 29 de julio, sobre la Ley vasca de cooperativas). En este sentido, debe
hacerse referencia a la Ley dictada por la Comunidad Auténoma de Catalufia,
de 9 de marzo d= 1983 (resefiada en este Anuario XXXVI-III, disposicién
niimero 5 de la Informacién legislativa) que ha servido de modelo para la
elaboracién de la presente.

La Ley regula los siguientes aspectos:

1. Ambito de aplicacién: Se aplicard a las sociedades cooperativas que
desarrollen su actividad societaria exclusivamente en Andalucia, sin perjuicio
de sus relaciones de caricter instrumental fuera del territorio.

2. Disposiciones generales, sobre el concepto, caracteres, denominacién
domicilio, responsabilidad limitada de los socios y operaciones de las coope-
rativas.

3. Constitucién de la cooperativa, que exige el otorgamiento de escritura
piblica y la inscripcién registral en el Registro de Cooperativas Andaluzas,
que se crea.

4. Régimen de los socios, distinguiendo los socios de trabajo, inactivos
y colaboradores.

5. Organizacién de la cooperativa en Asamblea General, Consejo Rector,
Interventor de Cuentas y Organos potestativos.

6. Régimen econémico, con regﬁlacién del capital, las aportaciones, obli-
gatorias y voluntarias, sus vicisitudes y el destino de los resultados. Se es-
tablecen también los libros de llevanza obligatoria.

7. Modificacién, fusién, escisién, disolucién y liquidacién de las coopera-
tivas.

8. Reglas especiales, para las diversas clases de cooperativas, como son:
De trabajo asociado, de consumidores y usuarios, de viviendas, de crédito,
de seguros, de servicios, agrarias, de explotacién comunitaria de la tierra,
secciones de crédito y cooperativas de segundo y ulterior grado.

9. Intervencién administrativa sobre las cooperativas, régimen federativo
y creacién del Consejo Andaluz de Cooperacién.

20. EMPRESAS PESQUERAS. Se regula la participacién de empresas es-
pafiolas en Empresas pesqueras conjuntas.

Real Decreto 830/1985, de 30 de abril («B. O. E.» del 6 de junio).

Se consideran Empresas pesqueras conjuntas las constituidas en el ex-
tranjero por empresas pesqueras espafiolas en asociacién con personas fisi-
cas o juridicas extranjeras, con el fin de explotar conjuntamente los recursos
pesqueros del mar.

El Real Decreto prevé la autorizacién de las inversiones en el extranjero,
asi como una serie de ayudas estatales a las empresas espafiolas participan-
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tes (crédito a la exportacién, cobertura de riesgos, importacién de pescado
sin aranceles) y las caracteristicas de los buques que se aporten a las em-
presas conjuntas.

21. CONSUMIDORES Y USUARIOS. Aprobacién del Estatuto Gallego
para su proteccién.

Ley del Parlamento de Galicia de 28 de diciembre de 1984 («B. O. E.»
de 11 de junio de 1985).

Los términos de esta Ley coinciden practicamente con los de la Ley Ge-
neral para la defensa de los consumidores y usuarios, 26/1984, de 19 de julio
(resefiada en este Anuario, XXXVII-IV, disposicion niim. 4 de la Infor-
macién legislativa), pero concretidndose la competencia de los érganos auto-
némicos sobre la materia.

22. EMPRESAS PUBLICAS. Se regula el Estatuto de la Empresa pu-
blica catalana.

Ley del Parlamento de Catalufia de 29 de marzo de 1985 («B. 0. E.» del
11 de junio).

La Ley realiza una clasificacién y regulacién de las empresas publicas,
distinguiendo:

1) Las entidades auténomas de la Generalidad que realizan operaciones
o prestan servicios de caricter principalmente comercial, industrial o finan-
ciero. Estas entidades han de ser creadas por Ley, que regulari sus activi-
dades. La Ley que se resefia dedica especial atencién al régimen de sus
bienes las tarifas o precios que vayan a percibir, las potestades administra-
tivas que les corresponde y el régimen presupuestario.

2) Entidades de derecho pidblico que deben ajustar su actividad al Dere-
cho privado. También habran de ser creadas por Ley del Parlamento, regu-
landose el régimen patrimonial y financiero; sobre todo el programa de ac-
tuacion, inversiones y financiacién que deben elaborar.

3) Sociedades con participacién mayorista de la Generalidad. Su crea-
cién se decidira por el Consejo Ejecutivo y tanto su disolucién como la pér-
dida de la mayoria requerirda Ley del Parlamento. También deberin elaborar
un programa financiero igual al de las entidades anteriores.

4) Sociedades civiles o mercantiles vinculadas a la Generalidad, que‘son
gestoras de servicios publicos de la Generalidad, o que han suscrito conve-
nios con ella y en las que ésta puede designar todos o parte de los 6rganos
de direcci6n, o participaren ellos con un minimo del 10 % del capital. Estas
sociedades quedan sometidas al mismo régimen que las anteriores. :

Finalmente la Ley articula el sistema de recursos contra las actuaciones
de las empresas, separando:
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a) Actos sujetos al Derecho Administrativo de las entidades auténomas
y las entidades de derecho publico que actian en régimen de Derecho pri-
vado, que seridn objeto de un recurso de alzada impropio ante el titular det
Departamento de adscripcién, y ulterior recurso contencioso-administrativo.

b) Aplicacién y efectividad de los tributos gestionados por las entidades
auténomas, que daran lugar a reclamaciones econémico-administrativas.

c¢) Ejercicio de acciones ante la jurisdiccién ordinaria contra entidades
auténomas, que requerirdn previa reclamacién gubernativa.

Como viene repitiéndose en variadas materias, también respecto a la
Empresa Publica, la Comunidad Auténoma catalana se adelanta al Estado
en la regulacién de un tema con criterios generales y sistematicos.

23. VENTAS MERCANTILES. Regulacién de las ventas realizadas fuera
de un establecimiento comercial permanente.

Real Decreto 1.010/1985, de 5 de junio («B. O. E.» del 28).

Esta disposicién como corresponde a su rango, incide sélo sobre los as-
pectos administrativos de estas ventas, aunque de forma indirecta supone
una regulacién general de su practica.

Se distinguen:

1) Venta ambulante, la realizada fuera de un establecimiento comercial
permanente, en solares o en la via publica, en zonas que pueden estar de-
terminadas, o bien en lugares y fechas variables. El Decreto se refiere al em-
plazamiento de los puestos de venta y faculta a los Ayuntamientos para su-
jetar a licencia el ejercicio de la venta ambulante.

2) Venta en mercadillos y mercados, ocasionales o periédicos, que po-
dran autorizarse por los Ayuntamientos y sujetarse a licencia.

3) Otros supuestos, como enclaves fijos permanentes en la via publica o
puestos de primeras horas, también a regular por los Ayuntamientos.

La regulacién de estas ventas correspondera a las Comunidades Auténo-
mas que ostenten competencias sobre comercio interior, aplicandose enton-
ces el Derecho estatal como supletorio. Recuérdense, en este sentido las Leyes
1/1983, de 18 de febrero, de la Generalidad de Cataluiia (regulacién adminis-
trativa de determinadas estructuras comerciales, y ventas especiales) y 9/
1983, de 19 de mayo, del Parlamento vasco (ordenacién de la actividad co-
mercial).

IV. DERECHO PROCESAL
24. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Supresién del recurso previo de in-

constitucionalidad contra proyectos de Estatutos de Autonomia y de Leyes
Organicas.
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Ley Organica 4/1985, de 7 de jumio («<B. O. E.» del 8).

La presente Ley suprime la modalidad de control previo de constitucio-
nalidad que se regula en el articulo 79 de la Ley Orgéanica del Tribunal Cons-
titucional 2/1979, de 3 de octubre, cuya utilizacién, con los efectos suspensi-
vos de la tramitacién del proyecto de Leyes Organicas, venia siendo frecuente.

El Tribunal Constitucional, en sentencia de 23 de mayo pasado, declaré
plenamente ajustada a la Constitucién tal supresi6n.

25. SERVICIOS JURIDICOS DEL ESTADO. Se organizan los Servicios
juridicos del Estado y se regula el Cuerpo Superior de Letrados del Estado.

Reales Decretos 849 y 850/1985, de 5 de junio («<B. O. E.» del 10).

Los dos Decretos de referencia tienen la finalidad de desarrollar la re-
gulacién del Cuerpo de Letrados del Estado, creado por la Ley 30/1984, de
2 de agosto, al refundir los de Abogados del Estado y los de Letrados del
Ministerio de Justicia, de la Direccién General de los Registros y del Nota-
riado y del Consejo de Estado. La creacién del nuevo Cuerpo y su adscrip-
cién al Ministerio de Justicia imponian la reorganizacién de la asistencia juri-
dica del Estado, atribuida, antes, principalmente a la Direccién General de lo
Contencioso del Estado y drganos dependientes de ella.

El Real Decreto 849/1985 se refiere al Cuerpo de Letrados del Estado, re-
gulando el ingreso, el régimen de adscripcién de puestos de trabajo y de-
sarrollo de sus funciones. Como Anexo se incluye la relacién de puestos de
trabajo a desempefiar con caricter exclusivo por este Cuerpo.

Por su parte, el Real Decreto 850/1985 organiza los Servicios Juridicos sus-
tituyendo a la Direccién General de lo Contencioso del Estado (Ministerio de
Economia y Hacienda) por la nueva Direccién General del Servicio Juridico
del Estado, que se crea en el Ministerio de Justicia. Se regulan también
estos Servicios en la Administracién Periférica, adscritos directamente a los
Delegados del Gobierno o Gobernadores Civiles.

Especialmente se contempla la posibilidad de que los Servicios Juridicos
del Estado presten asesoramiento en Derecho a las Comunidades Auténomas
que lo soliciten.

V. OTRAS DISPOSICIONES

26. CIRCULACION DE CAPITALES. Documentacién exigible.

Resoluciones de la Direccién General de Transacciones Exteriores de 12
v 25 de marzo de 1985 («B. O. E.» del 13 de abril).

La primera Resolucién citada relaciona la documentacién que debe acom-
pafiarse para solicitar la autorizacién de inversiones extranjeras en Espafia,
distinguiendo en el Anexo, las distintas operaciones que pueden realizarse.

La segunda Resolucién sistematizada al régimen aplicable a las operacio-
nes invisibles corrientes que se realicen con el extranjero.

13
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Cada una en su d@mbito, suponen una notable clarificacién de los requisitos
exigibles a cada operacién.

27. REGIMEN TRIBUTARIQ. Modificacién parcial de la Ley General
Tributaria.

Ley 10/1985, de 26 de abril («B. O. E.» del 27).

La presente Ley, primitivamente denominada de represién del fraude
fiscal, lleva a cabo la principal modificacién realizada, hasta el momento,
en la Ley General Tributaria, de 28 de diciembre de 1963. La reforma afecta
a los siguientes extremos:

1) Responsables tributarios: Se extiende la responsabilidad solidaria por
infracciones tributarias a todos los causantes o colaboradores en ellas, aun-
que no sean dolosos; a las sociedades integrantes de un grupo acogido al
régimen de declaracién consolidada y a los coparticipes de entidades que
sean sujetos pasivos.

Por su parte, los administradores de personas juridicas quedan someti-
dos a responsabilidad subsidiaria por las infracciones simples y por la deuda
tribuaria en infracciones graves, asi como por las deudas pendientes al cesar
las actividades de tales personas juridicas.

2) Estimacién de la base imponible: Se distinguen los tres regimenes de
estimacién: Directa, objetiva singular e indirecta Este tltimo es objeto de
regulacién especial, determinidndose el procedimiento a seguir, del que se
suprime el acto administrativo previo declarando su aplicacién.

3) La deuda tributaria: Se regula el interés de demora, fijdndose su cuan-
tia en el interés legal del dinero mas el 25 %, y los casos en que procede su
exigencia, aplicindose el vigente al comenzar su devengo. Para el c6mputo
de la prescripcion se fija el «dies a quo» en el final del plazo reglamentario
para presentar la declaracién tributaria correspondiente.

4) Infracciones tributarias: Las modificaciones introducidas en este ca-
pitulo constituyen el nmicleo de la Ley de reforma, pues se configura con
nuevos criterios todo el Derecho sancionador tributario.

Se definen las infracciones de este tipo como acciones y omisiones tipi-
ficadas y sancionadas en las leyes «prescindiéndose de la nota de volunta-
riedad. Es nueva también la relacién de sujetos infractores y la de eximentes,
realizadas por el artiulo 77.

Para los casos de existencia de delito fiscal se aplica expresamente el
principio «non bis in idem».

En la clasificacién de infracciones en simples y graves, se pretende ex-
tender el 4mbito de estas wltimas, incluyendo la falta de ingreso total o par-
cial de la deuda tributaria.

Las sanciones imponibles seran: multa pecuniaria, pérdida de ayudas pi-
blicas, prohibicién de contratar con Entes piblicos o suspensién del ejerci-
cio de profesiones oficiales, empleo o cargo publico. Se regulan también: la
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competencia para imponer cada clase de sanciones, el procedimiento a se-
guir y los criterios para hacer la oportuna graduacién.

Como regla general, las infracciones simples se sancionaran con multa
de 1.000 a 150.000 pesetas y las graves con multa del medio al triple de las
cuantias en que consistan. La Ley detalla exhaustivamente el montante y las
sanciones accesorias para los distintos supuestos de hecho.

En particular, las sanciones se extinguirdn por condonacién graciable, su-
primiéndose la anterior automética, y por fallecimiento del infractor, sin
perjuicio de la transmisién a los herederos de las obligaciones tributarias
pendientes.

S) Gestién tributaria: Las novedades afectan a la supresién de las con-
sultas vinculantes a la Administracién, la reformulacién de los deberes de
informacién de datos con trascendencia tributaria y a las funciones de ins-
peccién de los tributos. Las actas y diligencias extendidas por los inspectores
se revisten de la naturaleza de documentos publicos y hacen prueba de los
hechos que motiven su formalizacién, salvo que se acredite lo contrario.

Debe destacarse el nuevo régimen, muy amplio y detallado de las obliga-
ciones de informacién (art. 111 de la Ley) que no se enervan por el secreto
bancario. Los deberes de colaborar con la Administracién tributaria se ex-
tienden especialmente a los profesionales oficiales, con los solos limites de-
rivados del secreto de la correspondencia y del secreto de datos recogidos
con fines estadisticos. Del secreto del protocolo notarial se excluyen los
instrumentos referentes al régimen econdémico dc la sociedad conyugal.
Aparte de estos limites, la resistencia a facilitar los datos sélo podrd ampa-
rarse en el respeto al honor e intimidad de las personas.

Los profesionales no podran ampararse en el secreto profesional para im-
pedir la comprobacién de sus declaraciones tributarias.

Por ultimo, se garantiza el secreto de los datos comunicados a la Admi-
nistracién y su utilizacién exclusiva a los efectos tributarios. Este régimen
s6lo sera aplicable cuando se desarrolle reglamentariamente el nuevo articu-
lo 111 de la Ley.

Las disposiciones adicionales de la Ley ajustan el articulo 36.2 de la Ley
General Presupuestaria a la regulacién introducida sobre el interés de demo-
ra y prevén la posibilidad de que, para evitar el fraude fiscal, se imponga
la consolidacién de estados financieros a grupos de sociedades vinculadas.

28. DELITO FISCAL. Modificacién del Cédigo Penal en materia de
delitos contra la Hacienda Publica.

Ley Organica 2/1985, de 29 de abril («B. O. E.» del 30).

1) Exposicién:

Se da nueva redaccién a los articulos 349, 350 y 330 bis, del Cédigo Penal,
que pasan a formar el Capitulo unico, Tiulo VI del libro II, con la ribrica
«Delitos contra la Hacienda Publica». Las figuras tipificadas son:

1. Defraudacién tributaria:

Consistente en la elusién del pago de tributos estatales, autonémicos o
locales o el disfrute indebido de beneficios fiscales, siempre por cuantia
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superior a cinco millones de pesetas. En caso de tributos periédicos, se con-
siderard cada ejercicio o el afio natural. La pena a imponer sera prisién me-
nor y multa del tanto al séxtuplo de lo defraudado. Accesoriamente el cul-
pable sera privado de la posibilidad de obtener ayudas publicas y beneficios
fiscales durante un periodo de 3 a 6 arios.

2. Falsedad en la obtencién de ayudas publicas:

Incurre en este delito quien obtenga una subvencién o desgravacién fal-
seando las condiciones que se requieran, u ocultando las que impidan su con-
cesién y quien desarrolle una actividad subvencionada incumpliendo las con-
diciones puestas. Sera preciso que el beneficio publico supere los dos millo-
nes y medio de pesetas. Las penas a imponer son las mismas del apartado
anterior, incluso las accesorias.

3. Incumplimiento de obligaciones formales:

Se sancionan con arresto mayor y multa de medio a un millén de pesetas
las infracciones siguientes de las normas de llevanza de libros contables
y registros fiscales:

a) Omisién absoluta de los mismos aplicdndose el régimen de estimacién
directa de bases tributarias.

b) Llevanza de contabilidades «dobles».
c) Falta o inexactitud de anotaciones.
d) Practica de anotaciones ficticias.

Para los dos ultimos supuestos se requiere que los defectos contables se
traduzcan en omisiones o defectos en las declaraciones tributarias que ex-
cedan de diez millones de pesetas en cada ejercicio.

2) Observaciones:

La nueva regulacién deroga el primitivo régimen del Delito fiscal contem-
do en el articulo 319 del Cédigo Penal y en los articulos 36 y 37 de la Ley
50/1977, de 14 de noviembre. Aparte de la nueva y mas completa tipificacién
de los hechos delictuosos las innovaciones principales son:

" 1° Los delitos fiscales dejan de ser perseguibles sélo a instancia de la
Administracién, pasando a recibir la aplicacién del régimen general.

2° También se suprime el preceptivo procedimiento administrativo, ante-
rior al inicio del procedimiento judicial, que la Ley 50/1977 imponia.

32 Se suprime la anterior presuncién de dnimo de defraudar, introducida
en el tipo penal y que habia planteado problemas al intentarse la aplicacién
del citado articulo 319.

Debe indicarse que sigue vigente, aislado el articulo 36 de la Ley 50/1977,
aunque sigue siendo superfluo, pues, introducido en el Cédigo Penal el de-
lito fiscal, no hace falta establecer separadamente que su enjuiciamiento co-
rresponde a la jurisdiccién ordinaria.
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29. FUNCIONARIOS PUBLICOS. Desarrollo del régimen de incompati-
bilidades.

Real Decreto 598/1985, de 30 de abril («B. Q. E.» del 4 de mayo).

Se dicta este Real Decreto en desarrollo de la Ley 53/1984, de 26 de di-
ciembre sobre incompatibilidades del personal al servicio de las Administra-
ciones Publicas y conforme a la previsién de la misma.

El contenido de esta disposicién es basicamente procedimental, pues se
regulan los triamites a seguir para obtener las precentivas autorizaciones de
compatibilidad a conceder por el Ministerio de la Presidencia en relacién
con actividades publicas.

Para el ejercicio de actividades privadas por el personal sometido a la
citada Ley, se precisa el reconocimiento de su compatibilidad con la fun-
cién publica desempefiada. Como regla general, serdan incompatibles las ac-
tividades privadas que se relacionen directamente con asuntos sometidos al
Departamento, Organismo, Ente o Empresa publica en que el interesado
preste servicios (art. 9). Esta regla se concreta para determinadas clases dec
personal o de puestos de trabajo, determinindose el dmbito de actividades
incompatibles. Asi se hace con el personal que realice funciones de informe,
gestién o resolucién; el destinado en 6rganos de contratacion; el sanitario, el
cual no podra realizar actividades en empresas que se relacionen con la Ad-
ministracién mediante los procedimientos en que interviene. Los titulares
técnicos no podran realizar actividades que supongan incumplir el horario
establecido en la Administracién o estén sometidos a control del organismo
donde presten servicios. Los que ocupen puestos de letrados, por su parte,
tienen vedado el ejercicio de la Abogacia actuando frente a la Administracién
del Estado o Seguridad Social o en asuntos relacionados con el organismo
donde presten servicios. Finalmente, de forma general, el personal sometido
a la Ley 53/1984 no podra compatibilizar las funciones de gestoria ni la pro-
fesién de Procurador u otra que exija su presencia ante los Tribunales du-
rante el horario de trabajo (art. 11). ‘

El Real Decreto reproduce el texto de la Ley, que limita la compatibilidad
de los funcionarios retribuidos por arancel o que desempefién puestos dota-
dos de complemento especifico a la actividad de profesor universitario aso-
ciado y a las de investigacién y asesoramiento excepcional.

También se detallan la incidencia del régimen de incompatibilidades. en
la incorporacién de nuevo personal ptiblico y los regimenes transitorios
previstos en la Ley. En general, respecto de actividades privadas, deberd so-
licitarse el reconocimiento de su compatibilidad antes del 1 de enero de 1986.

Véase la resefia de la citada Ley 53/1984 en este Anuario, XXXVIII-II, dis-
posicién nim. 16 de la Informacién legislativa.
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30. IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FISICAS. Ré-
gimen de las retenciones.

Real Decreto 629/1985, de 30 de abril («B. O. E.» del 8 de mayo).

La presente disposicién rebaja el tipo de las retenciones a practicar por
razén de este Impuesto, modificando el articulo 157 del Reglamento del
mismo. Se establecen las tres tablas de porcentajes aplicables respectiva-
mente en forma general, a las familias numerosas de honor y a los pensio-
nistas.

El nuevo régimen se aplicard a las cantidades devengadas desde 1 de
mayo de 1985 y se funda en la conveniencia de evitar unas retenciones ex-
cesivas que originan un exagerado ntimero de devoluciones del Impuesto al
tiempo de devengarse éste.

El preambulo del Real Decreto no hace referencia, sin embargo, a una fu-
tura reduccién de la escala de tipos de gravamen, que ha sido anunciada por
el Gobierno como medida de politica econémica.

31. CANARIAS. Regulacién de la Hacienda Piblica de la Comunidad Au-
ténoma.

Ley del Parlamento de Canarias de 11 de diciembre de 1984 («<B. O. E.»
de 28 de mayo de 1985).

Al igual que otras Comunidades Auténomas, la canaria realiza, mediante
esta Ley, una adaptacién a sus peculiaridades organizativas de las normas
administrativo-financieras del Estado, principalmente de la Ley General Pre-
supuestaria, de 4 de enero de 1977. De su extenso articulado pueden destacar-
se los siguientes extremos:

1) Régimen de las empresas publicas de la Comunidad (arts. 5 a 7).
2) Organos econémico-administrativos de Canarias (arts. 24 a 27).
3) Normas presupuestarias.

4) Regulacién del endeudamiento de la Comunidad Auténoma (arts. 60
a 68).

5) Bienes de la Comunidad, previéndose su inscripcién registral (articu-
lo 100) y

6) Especialidades de la contratacién (arts. 101 a 107).

32. MONEDA Y DIVISAS. Se establecen las franquicias dinerarias para
la entrada y salida por las fronteras.

Orden del Ministerio de Economia y Hacienda de 24 de mayo de 1985
(«B. O. E.» del 3 de junio).
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La nueva regulacién sistematiza y actualiza el régimen anterior, distin-
guiendo:

1) Divisas para gastos de viaje y estancias en el extranjero que pueden
obtener los residentes en Espaiia:

— Para viajes de turismo, 480.000 peseas por persona y afio sin exceder
de 120.000 por viaje.

— Para viajes de estudio o por motivos de salud, hasta el presupuesto
de 6 meses.

— Para viajes profesionales el limite se fija en 300.000 pesetas por persona
y viaje, y hasta 2.100.000 por afio (10.500.000 pesetas por empresa si los via-
jes son por cuenta de ésta).

La obtencién de cantidades superiores a las indicadas requerira la previa
autorizacién de la Direccién General de Transacciones Exteriores.

El uso de tarjetas de crédito es complementario de la disponibilidad de
divisas, de modo que el total de pesetas empleado de ambas formas no
exceda de los limites anteriores.

2) Entrada y salida por las fronteras de pesetas y moneda extranjera.

— Tanto los residentes en Espaifia como los no residentes podrin intro-
ducir en territorio espafiol medios de pago en pesetas o divisas sin limite de
cantidad.

— Para las salidas, se establecen los siguientes limites:

a) Los residentes podran llevar hasta 100.000 pesetas en billetes del Banco
de Espaiia y divisas en las cuantias sefialadas en el apartado 1).

b) Los no residentes se encuentran afectados por el mismo limite de
100.000 en billetes, pero no esta limitada la cantidad materializada en che-
ques contra cuentas de pesetas convertibles o cheques de viajero en pesetas.

En cuanto a la moneda extranjera, podran llevar hasta el equivalente a
500.000 pesetas en metalico o billetes, y sin limite de cantidad en medios de
pago en divisas.

Por consiguiente, los no residentes que introduzcan en Espaiia cantidades
en pesetas o divisas superiores a 100.000 6 500.000 pesetas, deberan formular
la oportuna declaracién ante la Aduana si pretenden luego superar tales li-
mites a su salida del territorio.

La nueva regulacién entra en vigor el dia 1 de julio de 1985.

33. CATALUNA. Regulacién de la Comisién Juridica Asesora.

Ley del Parlamento de Catalufia de 15 de marzo de 1985 («B. O. E.» del
11 de junio).

La Comisién Juridica Asesora es el 6rgano colegiado al que corresponde el
alto asesoramiento del Gobierno de la Generalidad. Se integra por un mé-
ximo de veinticinco miembros, todos ellos juristas distinguidos, que seran
nombrados por Decreto del Consejo Ejecutivo.
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La Comisién actuari en Pleno, Comisién Permanente y secciones, regu-
lando la Ley su composicién y funcionamiento.

Esta Comisién tiene su antecedente inmediato en la homénima creada en
1932, que fue provisionalmente restablecida en 1979.

34. UNIVERSIDADES. Régimen del profesorado universitario.
Real Decreto 898/1985, de 30 de abril («B. O. E.» de 19 de junio).

En desarrollo de la Ley orgénica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Uni-
versitaria, el presente Real Decreto regula el profesorado. Se determinan
los cuerpos docentes universitarios, los érganos competentes en la materia,
el régimen de administracién y prestacién de servicios del profesorado y sus
situaciones. También se regula la contratacién de profesores asociados y
visitantes, asi como la declaracién de profesores eméritos.

35. ELECCIONES. Regulacién del régimen electoral general.
Ley Organica 5/1985, de 19 de junio («B. O. E.» del 20).

La presente Ley Organica cumple la previsién del articulo 81 de la Consti-
tucién regulando las siguientes materias:

1) Disposiciones comunes, en las que se incluyen las referentes al Dere-
cho de sufragio, tanto activo como pasivo; las Juntas, Mesas y Secciones
electorales; el Censo electoral; el procedimiento electoral y los delitos e
infracciones electorales.

2) Disposiciones especiales para las elecciones de Diputados y Senadores.

3) Disposiciones especiales para las elecciones municipales, con un ca-
pitulo especial sobre la eleccién de Alcalde.

4) Disposiciones especiales para la eleccién de Cabildos Insulares canarios.
5) Disposiciones especiales para la elecciéon de Diputados provinciales.
De esta Ley, compuesta de 209 articulos debemos destacar dos temas:

a) El recurso contencioso electoral, modalidad especial del contencioso-
administrativo, contra los acuerdos de las Juntas Electorales proclamando
los candidatos electos y la eleccién y proclamacién de los Presidentes de las
Corporaciones Locales (arts. 109 a 117). Estos recursos tendran tramitacién
preferente y la legitimacién para interponerlos estad limitada a los candidatos,
representantes de las candidaturas y partidos politicos o asociaciones concu-
rrentes en la eleccién.

b) El régimen financiero de las elecciones, que supone el nombramiento
de responsables por cada partido o asociacién concurrente, la financiacién
estatal, los gastos que se consideran electorales y el control de las sub-
venciones (arts. 121 a 134).
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36. EXTREMADURA. Regulacién de la Hacienda Publica de la Comuni-
dad Auténoma.

Ley de la Asamblea de Extremadura de 19 de abril de 1985 («B. O. E.»
del 22 de junio).

De igual forma que otras autonomias, la extremefia regula su régimen
financiero trasladando a su ambito los preceptos de la Ley General Presu-
puestaria, de 4 de enero de 1977.



